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Un modelo centralista de Estado

Si bien la democracia facilita la estabilidad de la 
sociedad, en nuestro caso ha sido entendida como la 
supremacía de un grupo sobre otros. Gobernantes que 
han asumido este rol desarrollan un modelo ideoló-
gico de gobierno, construyendo una política pública 
desde arriba hacia abajo, puesto que a su entender 
fueron electos con todo el poder para –en una actitud 
superior a todos–, solucionar los problemas del Estado 
y de la sociedad, antes que al logro de un modelo de 
prosperidad social con equidad y justicia.

Un modelo de democracia homogeneizante, que 
construye la sociedad desde una sola mirada: la de un 
grupo de gestores que concentran el poder político 
para centralizar la toma de decisiones en las dimen-
siones horizontal (pugna permanente por el control de 
los poderes del Estado) y vertical (control de las políti-
cas en el territorio y ejecución de ellas, desconociendo 
los diferentes niveles de gobierno del Estado).

Como resultado de la concepción y entendi-
miento de este régimen de democracia, en estas dos 
últimas décadas, con mayor fuerza en Latinoamérica 
y en el Ecuador desde el regreso a la democracia en 
1978, se generó un modelo de Estado aislado de las 
demandas y ofertas de los ciudadanos; y sobre todo, 
sin permitir la participación social y de sus organiza-
ciones en la toma de decisiones fundamentales para 
la construcción de política pública desde abajo. Ade-
más de no generar impactos reales en el cambio en la 
calidad de vida de la población, se intenta al mismo 
tiempo formular una visión global del país sin respe-
tar la diversidad y, peor aún, sin entenderla.

Los estados estructurados con una visión cen-
tralizada del modelo de desarrollo para todos los 
territorios que los componen, pueden ser gobernados 
solamente con una alta cantidad de recursos desti-
nados a paliar necesidades estándares como salud 
y educación y con un proceso político clientelar que 
les permita sostener la toma de decisiones de manera 
centralizada. 

La propuesta de la democracia radical 

Para lograr concretar el modelo arriba señalado, 
es necesario organizar las cuentas fiscales de tal 
forma que permitan el mayor control de los recursos 
económicos, mantener un crecimiento inmediatista de 
la inversión pública y del PIB, y fomentar un proceso 
de extracción de los recursos naturales que generen 
ingresos rápidos, capaces de sostener la alta inversión 
pública en programas de corte populista y clientelar.

Sin embargo, esto generará, a mediano plazo, una 
crisis en los ciudadanos, que se sienten aislados y con 
impotencia al ver como sus países se desangran entre 
la batalla política, la corrupción y la inequidad, con-
vertidas –las tres– en política pública estatal. 

Los ciudadanos tarde o temprano se revelan, 
como hemos visto en estos últimos tiempos en los paí-
ses del Norte de África, Europa y pronto en América 
Latina, generando estrategias de opinión y presencia 
como las de las redes sociales, que podrían ser parte 
de un nuevo modelo de la democracia digital, puesto 
que masifica la opinión social, fomenta los acuerdos 
y cultiva las discrepancias fundamentales para lograr 
entender los territorios.

Por esto, nosotros proponemos remover el viejo 
concepto de democracia, y diseñar un modelo alter-
nativo que sea sustentable y sostenible, a este nuevo 
modelo lo llamamos democracia radical, la cual 
implica enfrentar el desarrollo para lograr la prospe-
ridad social desde la construcción de una democracia 
participativa, democracia de derechos y libertades y 
democracia económica.

La construcción de estas tres dimensiones de la 
democracia radical implica un cambio fundamental en 
la forma de hacer política y en el marco ideológico que 
ha gobernado la mente de nuestros líderes y dirigentes 
tradicionales, entendiendo que ganar las elecciones tiene 
como objetivo devolver el poder a la ciudadanía misma 
y, con toda la fuerza, diseñar sistemas nacionales de 
generación de espacios de diálogo y de toma de decisión 
ciudadana que integren todas las unidades de gobierno 
incluyendo las más pequeñas como los barrios y las 
comunidades.

disposiciones son para los grandes periódicos y cana-
les de televisión, pero de ellos no tenemos datos que 
nos demuestren qué circulación tienen, cuántos perió-
dicos se imprimen, a dónde llegan, cuál es el alcance 
de la señal televisiva. Con esos datos, aparentemente 
técnicos e intrascendentes para quienes defienden a 
capa y espada la libertad de expresión, se puede vis-
lumbrar lo  que hace falta para garantizar el acceso a 
la información y el derecho a la comunicación. ¿Dónde 
están esas investigaciones?

Así mismo, la academia debió colocar en el debate 
cómo trata la prensa determinados temas (por ejemplo 
el de la violencia y el sexismo) para sostener la necesi-
dad de que ciertos programas, con contenido violento 
y sexista, tengan cierta regulación, horario determi-
nado y sanción si fuese del caso, cuando se incumpla 
las regulaciones.

Además, recién con los datos del Censo podemos 
saber la composición del país en diversas áreas, temá-
ticas y dinámicas, pero no tenemos datos que nos con-
voquen a elaborar una ley que genere estímulos para 
la difusión y proliferación de contenidos y medios 
respectivamente. Incluso en la mesa de los asambleís-
tas y críticos, no hay información para definir políticas 
públicas muy concretas en el campo de la comunica-
ción y en la gestación de un desarrollo cultural y eco-
nómico acorde con nuestra realidad.

Por supuesto, esas cifras, datos y elementos no 
podrían salir de un mes para otro. Se verifica enton-
ces que ni la misma academia estuvo trabajando para 
construir un sustento teórico y epistemológico. Las 
tesis de los estudiantes de comunicación giran, regu-
larmente, sobre la casuística y no sobre la búsqueda 
de soluciones a los problemas de fondo. Los institu-
tos y organizaciones no gubernamentales agotan sus 
propuestas en la capacitación a periodistas y no en la 
construcción de un imaginario para la comunicación 
en general. 

Lastimosamente, toda la bibliografía que se pro-
duce fuera del Ecuador sobre este campo, no ha sido 
procesada para poner en escena un argumento sólido 
y una propuesta creativa, distante de los lugares 
comunes de los políticos. Igual se podría decir desde el 
Gobierno: hay una carencia de reflexión e investigación 
para sostener argumentos, principios y regulaciones 
que convoquen a una aprobación consensuada, sobre 
la base de una argumentación sostenida.

Una pedagogía de lectura crítica de los medios

Lo positivo de todo esto, aunque suene paradó-
jico, es que la gente aprendió más de los medios y 
su rol en la democracia. Lo que por mucho tiempo se 
buscó: una pedagogía social para una lectura crítica 
de los medios se ha gestado desde el Gobierno y sobre 

todo por el discurso de Rafael Correa. Para muchas 
personas ahora la prensa no es la última palabra, se 
duda de sus informaciones y hasta se cuestiona su 
trabajo sobre lo que hace el Gobierno. 

A la vez, en estos últimos años, paradójicamente, 
en la misma dirección de la disputa política crecieron 
las redes sociales. En Facebook y Twitter la ciudadanía 
encontró el medio adecuado para expresarse a favor o 
en contra del Gobierno, sin necesitar de los medios de 
comunicación. Y, para más, las fuentes de información 
de los ciudadanos se ampliaron y diversificaron. En un 
futuro cercano habrá que medir hasta dónde la fuente 
tradicional perdió autoridad e influencia. Lo mismo 
se podría decir de los poderes económicos y políticos 
en general, salvo porque ellos atraviesan otra crisis de 
credibilidad o reconocimiento que se expresa en cada 
elección. 

Por eso es posible reinterpretar los códigos con 
los cuales se ha discutido el proyecto de Ley de Comu-
nicación. Más allá de la defensa de las libertades, lo 
que está en juego es la capacidad de la ciudadanía 
para afrontar sus retos democráticos con información 
y acceso distinto al que imaginan los mismos medios 
tradicionales, el gobierno y los periodistas. ¿Es sufi-
ciente con que un medio se declare independiente 
para ser reconocido como confiable? Sus denuncias de 
corrupción o mala gestión ¿tienen la credibilidad de 
antes para que los periodistas reclamen algún lugar en 
el altar del prestigio?

Incluso, diría: esta Ley, de llegar a aprobarse, será 
caduca ya cuando entre en vigencia porque el vértigo 
de la comunicación la superará si se sigue sosteniendo 
su debate sobre lo que a la gente no le importa o, por 
lo menos, no le afecta ni le beneficia.

Por tanto, el balance no es favorable por ningún 
lado: lo de fondo no está debatido y asumido como 
trascendental, lo superfluo ocupa muchas páginas, 
pero ante todo la ley se ha convertido en el escudo y 
lanza de un bando frente al otro y viceversa, ante la 
ausencia de contenidos para la disputa política real.

En ese sentido también habría que reclamar a la 
prensa en general una mayor responsabilidad para 
eliminar de sus particulares intereses el protagonismo 
de sus notas alrededor de esa ley. Y a la vez, demandar 
a la academia y a los operadores políticos del Gobierno 
una mejor contribución para un cuerpo jurídico acorde 
con la contemporaneidad y para “someter” al país a un 
verdadero debate de lo que debe ser la comunicación 
del siglo XXI.

Con todo, hay una certeza: independiente y por 
encima de este debate, la comunicación tiene el vértigo 
que le imponen las nuevas tecnologías, pero ante todo 
el uso de la gente, donde sí prima una comunicación 
más personalizada, menos dependiente de los medios 
y generadora de otros contenidos.  
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prospección y negociación de la extracción de los 
minerales.

Es importante que podamos diseñar un modelo 
minero, que primero priorice qué tipo de minería que-
remos, dónde y cuándo; que diseñe una estrategia con 
un claro objetivo a mediano y largo plazo: declarar al 
país libre de minería a cielo abierto y que no se pueda 
desarrollar esta actividad en las fuentes de agua, 
teniendo en cuenta el cambio de la matriz económica 
del Estado.

Por el momento deberíamos contar con una pro-
puesta para democratizar el proceso minero que ha 
existido históricamente y que actualmente existe en el 
Sur. La propuesta debe fundamentarse en cuatro ejes 
esenciales orientados a socializar el empleo, permitir la 
participación social activa y protagónica de sus habi-
tantes, desarrollar las capacidades locales de la pobla-
ción y lograr la sustentabilidad ambiental.

Socialización del empleo

El enfoque de la gestión minera no centra su aten-
ción exclusivamente en los réditos económicos que se 

pueden obtener de dicha actividad de manera inme-
diata y directa, sino además en cómo esta actividad 
pueda potenciar el desarrollo de la región en el largo 
plazo, aprovechando sus oportunidades estratégicas 
de empleo, tanto de forma directa en la actividad 
minera como indirecta e inducida en otras ramas de 
la economía proveedoras de bienes y servicios para la 
cadena de valor minera, como por ejemplo la agroin-
dustria, la industria textil, los servicios de alimenta-
ción, transporte, etc.

Con esta finalidad, es necesario establecer de 
forma clara y precisa cuáles son las demandas de 
bienes y servicios que requiere la industria minera en 
todos los eslabones de su cadena de valor, es decir, 
tanto en la exploración, como en la construcción de 
infraestructura, explotación, transporte y comerciali-
zación, así como la de prestación de servicios comple-
mentarios a la minería, con la finalidad de potenciar 
las capacidades locales para cubrir tales demandas 
con la calidad requerida, mediante la conformación 
de unidades de negocios sostenibles en todo el ciclo o 
cadena de valor minera, como un mecanismo genera-
dor de empleo.

Las tres dimensiones de una democracia radical

Esta diferencia en la concepción política para 
administrar un estado requiere una gran capacidad de 
diálogo y aprendizaje, que permita desarrollar un sis-
tema de régimen parlamentario con los ciudadanos de 
forma paralela a las instancias jurídicas del Estado. 

Desarrollar democracia participativa, requiere 
dejar a lado el ego político y demanda una alta dosis 
de desprendimiento de la lógica del poder y de apren-
dizaje y escucha por parte de quienes impulsen este 
cambio radical. La participación ciudadana debe estar 
acompañada de la garantía del libre ejercicio de dere-
chos y libertades, la libre movilización, la libertad de 
expresión, sin miedo a las retaliaciones y acciones 
persecutorias y también el respeto y la veracidad en la 
ejecución de estos derechos.

La democracia radical tiene como siguiente 
dimensión a la democracia económica, la cual busca 
pasar de un modelo de distribución de la riqueza que 
se genere en un pequeño grupo de la sociedad o en 
la burocracia estatal y su caja fiscal, a un modelo que 
socialice la producción, que permita que una buena 
cantidad de hombres y mujeres puedan dejar de ser 
empleados para pasar a ser empleadores, teniendo 
acceso a procesos articulados de crédito, asistencia 
técnica, tecnología y probabilidades certeras de contro-
lar la comercialización y competir en el mercado.

Este proceso requiere el encadenamiento de la 
gran, mediana y pequeña producción, de modo que 
permita su complementariedad y que integre a mayor 
cantidad de personas a la cadena de valor de cada uno 
de los procesos productivos y negocios estratégicos 
que existan en el país. Esta visión productiva implica-
ría el cambio de la matriz económica del Ecuador, es 
decir pasar de un modelo extractivista, a uno promo-
vido por el esfuerzo humano, que haga que el creci-
miento económico sea sostenible y sustentado en la 
inversión ciudadana y no solo en la pública.

Un modelo de economía que socialice la produc-
ción estará basado en la asociatividad y la conforma-
ción de redes entre grandes y pequeños productores 
con el estado, de forma mixta. Por eso, en el marco 
del proceso productivo es necesario ir desarrollando 
varias etapas: 

Determinar cuáles son las condiciones que pre-
senta un territorio con respecto al uso del suelo y del 
espacio, es decir qué parte se utilizará a futuro para 
desarrollo urbano y actividades ciudadanas, que parte 
se utilizará para producción y cómo se priorizará el 
desarrollo ambiental y la protección y recuperación de 
los recursos naturales. Esto no implica establecer un 
modelo solo para lo rural, sino incluso para las zonas 
urbanas, donde es imperativo conocer la ubicación de 
los seres humanos y cómo van a desarrollar el espacio 
físico que usan y el que no usarán.

Otro elemento importante, en el marco histórico 
y social, es la determinación de las destrezas y afinida-
des que desarrollan una vocación productiva o el saber 

hacer de los ciudadanos. En definitiva, es necesario 
establecer qué habilidades y destrezas ancestrales 
tiene la gente, conocer su pensamiento y actitud sobre 
la actividad que se genere o impulse, para –con esa 
base– acordar las actividades productivas que se deben 
impulsar territorialmente, actividades que por su ten-
dencia se pueden convertir en un negocio con enfoque 
social que involucre grandes masas de ciudadanos y 
familias, a la red de los encadenamientos directos e 
indirectos del mismo. 

Cada negocio con enfoque social contiene un sin 
número de eslabones de su cadena de valor, los que se 
inician con los potenciales socios directos e indirectos 
de la cadena –los productores, vendedores, comercian-
tes y prestadores de servicios– quienes serán parte 
de la red productiva y definirán factores como los 
niveles de producción y productividad, requerimientos 
técnicos necesarios para fortalecer la actividad y con-
vertirla en una red productiva de alto volumen, con un 
programa de asistencia técnica y crédito barato que se 
focalice en los productores tanto como en distribuido-
res y vendedores, convirtiéndo la actividad productiva 
en un negocio de masas.

Asociación y redes: normalmente se piensa que la 
asociatividad está ligada con los productores, pero el 
enfoque debe ir acompañado con el de red de ciuda-
danos, pero también redes de potenciales socios con 
enfoque de equidad social, que puedan aportar en el 
negocio a través de fortalecer el volumen de produc-
ción, la calidad y ganancias. El sector público estatal 
también debe ser un aliado del negocio para inyectar 
recursos en un proceso como el descrito anterior-
mente. Además es importante generar un sistema de 
seguimiento e incluso de control gerencial. Siendo la 
propuesta que el sector público estatal también forme 
parte del negocio como socio, indudablemente que 
sus utilidades siempre deberán ser reinvertidas en la 
misma actividad para su fortalecimiento.

Este es un modelo que, obviamente, tiene que ir 
acompañado de producción a gran escala puesto que 
también es necesario un proceso de generación masiva 
de empleo. En definitiva, la propuesta consiste en 
pasar a un modelo basado en el esfuerzo ciudadano y 
no en el extractivismo como única alternativa econó-
mica, como sucede hoy en día. Es en este contexto que 
se inserta el problema de la minería. 

Desafíos de la minería en el Sur del país 

La minería a gran escala es el próximo reto a 
enfrentar por los pueblos del Sur del pais. Existen 
estudios sobre las inmensas dimensiones productivas 
de los yacimientos de cobre y oro que se asientan en 
esta parte del Ecuador y que tendrán un impacto his-
tórico para el futuro, el cual no necesariamente sería 
positivo. Estos riesgos, hasta ahora, generan alta con-
flictividad social debido a la casi nula democratización 
de la información y la total eliminación de la participa-
ción de la ciudadanía en el proceso de normatividad, 
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Conflictos ambientales

El término conflicto viene del latin conflictus 
que significa choque. Las definiciones del 
diccionario hablan de oposición de intereses, 
choque o colisión de derechos o pretensiones. 
El conflicto supone por lo tanto la existencia de un 
problema y de unos actores que reclaman sobre este 
problema. Cuando éste afecta al ambiente, los efectos 
pueden ser graves, vastos y duraderos.

“Los efectos graves provocan una perturbación 
o un daño grave o notorio para la vida humana, los 
recursos naturales y económicos u otras riquezas. Los 
efectos vastos cubren una superficie de varios cien-
tos de kilómetros cuadrados; los efectos duraderos 
cubren un período de varios meses o el tiempo de una 
estación”1. Esta definición es parte de los instrumen-
tos de derecho internacional humanitario.

Sin embargo, a pesar de la magnitud e importan-
cia de los efectos sobre el ambiente y de las reacciones 
de personas y comunidades, por largo tiempo estos 
conflictos se enmascaraban tras aparentes causas de 
empobrecimiento, de manifestaciones de pobreza o de 
diferentes privaciones. Ni las ciencias biológicas y de 
la tierra trataban los efectos sociales de la transforma-
ción de la naturaleza, ni la sociología entendía el papel 
de la naturaleza en los conflictos. El resultado era que 
los conflictos ambientales no existían como tales. 

Los primeros conflictos percibidos como ambien-
tales, aparecen en el país con los temas petroleros 
a finales de los 80 y principios de los 90, a raíz de 
la apertura de la frontera petrolera hacia el Parque 
Nacional Yasuní con la empresa Conoco en 1990 y 
el caso Texaco, que se presenta con la demanda de 
auditoría ambiental y posterior juicio (1991- 1993). 
Estos conflictos se arman porque, por un lado, existen 

1 Artículo 1, Convención ENMOD, Convención sobre la prohibición de utili-
zar técnicas de modificación ambiental con fines militares u otros fines hostiles. 
La ENMOD proscribe el uso del medio ambiente como arma en los conflictos. 
Adoptada por la Asamblea General de la ONU el 10 de diciembre de 1976 y 
abierta para la firma el 18 de mayo de 1977, ENMOD entró en vigor el 5 de oc-
tubre de 1978, cuando Laos, el vigésimo estado parte, depositó su instrumento 
de ratificación.

comunidades que reclaman por la contaminación y 
rechazan la construcción de nueva infraestructura 
petrolera y, por otro lado, se encuentran las empre-
sas que esperan tener jugosos ingresos junto con el 
Estado que protege las inversiones empresariales. 

Entre los primeros conflictos hay que situar 
además los que se generan en torno a los manglares, 
defendidos por pescadores y recolectoras frente a las 
camaroneras (1987), y finalmente los que surgen por 
la pretensión de iniciar actividades mineras a gran 
escala, sobre todo en la Sierra (Bolívar con la RTZ e 
Intag con Bishimetal, entre 1991 -1992).2

Esos problemas nunca se resolvieron y si bien 
muchos de los contratos y concesiones que se inten-
taron en esos años “neoliberales” no se concretaron 
gracias a la resistencia social, la intención de explotar-
los volverá a aparecer con nuevos rostros y con mayor 
intensidad.

En la actualidad, los mayores conflictos y movi-
lizaciones están presentes justamente ahí donde los 
intereses económicos del gran capital entran en con-
tradicción con los intereses de comunidades locales, 
habitualmente relacionados con sus condiciones de 
vida y de trabajo, pero también con la salvaguardia 
del patrimonio natural y cultural de sus territorios. 
En toda la región, se identifican movilizaciones y 
luchas, urbanas y rurales, relacionadas con la defensa 
y democratización del acceso a los recursos naturales, 
en particular, a la tierra y al agua. Todas estas luchas 
están estrechamente vinculadas con la conservación 
del medioambiente. Los conflictos ambientales pre-
sentan un potencial de impacto en la región, donde 
hay varias movilizaciones alrededor de las constantes 
degradaciones medioambientales 3

2 Estos fueron los temas de las primeras campañas de Acción Ecológica, orga-
nización que surgió en 1986. 

3  ALOP, Informe sobre Democracia y Desarrollo en América Latina 2009-
2010. Poder Social y Poder Político, Nuevos desafíos para los actores sociales, 
Una mirada desde la Sociedad Civil, México, mayo 2011, www.alop.org.mx 

Considerando las potencialidades y las oportu-
nidades que presenta la actividad minera, se trata de 
impulsar un desarrollo económico productivo del Azuay 
a largo plazo, convirtiendo a la minería en un medio 
catalizador del desarrollo provincial, que tenga como 
una de sus orientaciones fundamentales la generación 
de empleo digno, de calidad, con todos los derechos 
que le asiste. Estas unidades de negocios están dirigi-
das a incorporar en las empresas o microempresas a 
sus propios productores.

Participación social

La participación social o ciudadana tiene como 
finalidad involucrar a la población local y en particu-
lar a la del área de influencia directa de los proyectos 
mineros en todos los procesos permitidos y exigidos 
por la Ley y las ordenanzas locales existentes y que se 
crearen para el efecto, a fin de incorporar sus criterios 
y opiniones, haciendo posible que todo el proceso de 
gestión minera sea participativo. Para lograr esto debe-
mos crear Concejos de Ciudadanos, que se integrarán 
como apoyo pero también como fiscalizadores de los 
Concejos establecidos en el Reglamento de la Ley de 
Minería.

Estos concejos serán espacios para la discusión, 
la concreción de acuerdos y la rendición de cuentas 
de los actores y responsables del proceso de gestión 
minera; su conformación se realizará con organiza-
ciones sociales de base y serán orientados hacia la 
construcción de políticas de responsabilidad social 
empresarial y ambiental. De este modo, aquellos 
temas y problemas cruciales en la cuestión minera, 
serán sometidas de manera permanente a la mirada, 
al debate, al juicio, de los sectores sociales a través 
de sus delegados. Las resoluciones que afecten direc-
tamente a la población, deberían ser aprobados por 
estos concejos consultivos ciudadanos.

Desarrollo de capacidades locales

Educación, formación y capacitación de la población

Para lograr una efectiva socialización del empleo 
y una participación ciudadana consistente, es necesa-
rio desarrollar las potencialidades del talento humano 
local en todas las áreas relacionadas y conexas a la 
actividad minera, tanto de carácter productivo, como 
económico, social, ambiental, empresarial, microem-
presarial, tecnológico, etc.

Por lo tanto se deben desarrollar líneas tras-
cendentales orientadas a la generación y el fortaleci-
miento de capacidades locales a partir de la educación, 

la capacitación, la formación y la asistencia técnica, 
mediante alianzas estratégicas con centros de forma-
ción, universidades, empresas público - privadas.

Sustentabilidad ambiental

Recuperación y Remediación Ambiental

Considerando el riesgo ambiental que conlleva el 
desarrollo de la actividad minera, tanto a nivel arte-
sanal como de la gran minería, es necesario ser extre-
madamente rigurosos en la aplicación y el control de 
los requisitos ambientales establecidos en la ley; así 
como para garantizar el respeto de los derechos de la 
naturaleza contenidos en la Constitución Política de la 
República del Ecuador, a través de un manejo ambien-
tal eficiente y justo, tanto en las zonas de extracción 
minera, cuanto en el resto del territorio provincial, 
mediante procesos de mitigación, recuperación y 
remediación ambiental.

Estos procesos no deben estar dirigidos única-
mente a la zona donde se desenvuelven las activida-
des mineras o a las áreas de influencia directa de un 
proyecto, donde tal responsabilidad es una obligación 
ineludible del concesionario o administrador de un 
plan minero; la visión será integral, desarrollando la 
recuperación y protección ambiental de zonas que se 
encuentren degradadas y deforestadas de todo el terri-
torio, incluyendo el pago de una garantía por respon-
sabilidad ambiental no reembolsable.

Certificado de Buenas Prácticas Mineras

Los gobiernos locales deben demandar su dere-
cho constitucional de ser los que manejan la gestión 
ambiental de sus territorios, por lo tanto deberían emi-
tir certificaciones a aquellas empresas que cumpliendo 
los estándares de calidad, seguridad industrial y sobre 
todo protección y manejo ambiental establecidos en la 
legislación vigente, demuestren su responsabilidad.

Si bien es necesario enfrentar los procesos actua-
les en relación con el extractivismo, también es necesa-
rio tener la decisión política para cambiar el modelo 
económico del país en el corto y mediano plazo, con 
inversiones altas que promuevan un modelo de desa-
rrollo que logre la prosperidad social, lo cual implica 
–tácitamente– que los ciudadanos cuenten con equidad 
en el acceso a las oportunidades que les brinde un 
territorio, y que al final sean ellos los que escojan y 
puedan libremente acceder a dicha oportunidad, en un 
ambiente que brinde seguridad humana. Esto no solo 
significa políticas públicas distintas sino políticos con 
otra visión de la vida misma.   


